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Tercero.-Las acciones meramente dec1arativa.s, que no apare­

..:en expresamente previstas en la LPL, h~ sido admitidas por
la jurisprudencia laboral, .1 bien interpretando restrictivamen­
te BU ejercicio, al que se fijan Umites ., condiciones en conso­
nancia con los prIncipios que informan la ordenación del pro­
ceso laboral.

Por una parte. ha venido sosteniéndose jurisprudencialmen­
te que la acción ejercitada debe lógicamente corresponder a la
pretensión deducida y ésta al interés que se pretenda tutelar,
de modo que cuando lo realmente deducido sea una preten­
sión de condena, la acción debe tener tal carácter y si, no obs­
tante, se hubiere ejercitado una acción declarativa habrá de
entenderse que ..ah origine.. su promoción perseguía la conde~

nai lo ,que, en definitiva, supone. como ha señalado el Tribunal
Central de Trabajo. que «el ejercicio de la mera acción declara­
tiva no es algo que pueda dejarse a la voluntad libérrima de
los particulares, como el de cualquier otro tipo de acción, sino
que aquélla sólo es admisible cuando el interés del demandante
se cumple adecuadamente con tal modalidad de protección ju­
risdiccional y ello es conforme ,a la institución_ (S. 24 de sep­
tiembre de 198U. Se apoya esta doctrina jurisprudencial en las
especiales caracter1sticas del proceso laboral que convierten en
no deseable ni útil el ejercicio de acciones meramente declara­
tivas que, en cuanto tales, podrian obligar a un nuevo proceso
de concreción en condena con la consiguiente reducción de la
efectiviad de los principios que, encaminados a la tutela del
trabajador. rigen el proceso laboral y se manifiestan, de un
lado, en la exigencia de una mayor celeridad, economia e in­
tervención del juez en el proceso, y, de otro, en una minora­
ción del principio dispositivo en Virtud de la mayor presencia
del interés público en los intereses tutelados en el proceso.

Por otra parte, la Sala Sexta del Tribunal Supremo y, de
forma especial, el Tribunal Central de Trabajo han expresado
reiteradamente que el ejercicio de accionelt declarativas de dere­
cho no implica que la cuantía no pueda y _deba ser precisada,
lo que obliga al Magistrado de Trabajo a cuantificar la de·
manda y requlere, como presupuesto lógico, que el demandan­
te ofrezca los datos y elementos necesarios para que tal cuan·
tificación pueda realizarse. Esta exigencia deriva. a su vez. de
la especial estructura del proceso laboral. en el que en ningún
caso cabe reservar a la fase de ejecución de sentencia la fija­
ción de las cantidades objeto de petición de -condena, y en el
que la determinación del recurso procedente se hace depentier,
en términos generales, de la cuanUa de la demanda.

Da lo anteriormente expuesto, se deduce que la doctrina ju­
risprudencia!, aplicada al ejercicio de acciones meramente decla­
rativas en supuestos de pretensiones sustanciales de condena,
responde a los princIpios y estructura del proceso laboral J, al
tender, en definitiva, a evitar la ineficacia de la tutela judi­
cial y la probable nAcesidad de un nuevo proceso para obtener
ésta, no puede considerarse arbitraria ni iniustificadamente lt­
mitadora del acceso al proceso.

Cuarto.~ED el presente caso, a la naturaleza del objeto de­
batido' le corresponde necesariamente una pretensión de con­
dena, pues seria inútil obtener una sentencia meramente de­
clarativa, no susceptible de ejecución si el órgano afectado no
accediera a conceder las prestaciones de desempleo derivadas
del reconocimiento del derecho. Asi 10 admiten los demandantes
en sus escritos iniciales ante la Magistratura de Trabajo al afir­
mar en ellos, bajo el epigrafe «Alcance de esta demanda-, que
las demandas interpuestas comprenden -la reclamación de pres~

taciones de desempleo- por los perfodos que en ellas se con­
cretan y al solicItar en el suplico que se dicte sentencia por
la que se condene al Organo demandado a reconocer el derecho
del demandante a percibir prestacionfls de desempleo por los
periodos indicados. Sólo cuando el Magistrado de Trabajo, apli­
oando el articulo 72 de la LPL, hace saber a los demandantes la
necesidad de señalar la base reguladora de la prestación )
concretar el supUco de la demanda, 88 alude 8 que únicamente
se pretende obtener el reconoclmJento del derecho a prestacio­
nes, y, posteriormente, en el recuno de reposición contra la
providencia de inadmIsión se a~ade que, obtenido tal recono·
cImiento, 8i el INEM abonara menos de 10 debido se reclama­
rfa la diferenC'la. ron lo que, si .de un lado se pretende recon­
vertir la aCrión en declarativa. los propios demandantes se con~
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SentencÚl número 4()/1984, de 21 de marzo.

La Sala Se¡:unda del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Jerónimo Arozam&na Sierra, Pree-idente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis Diez-Picaza ;y Ponce de León, don
Francisco Tomás y VaUente y don Antonio Truyol Serra, Ma­
gistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la s1¡uiente

SENTENCIA

En el recurso ste amparo DWnero &tl1983, interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Mauro Fermin Garcia-lh;hoe.,
asistidQ por el Letrado don Alfredo Nieto Noya, en nombre del

tradicen al presuponer una condena cuyo cumplimiento. even­
tualmente. habría de discutirse de nuevo en el proceso

~obre la base de las conSideraciones anteriores cabe con­
clUIr que la actuación de la Magistratura de Trabajo acorde
con la doctrina jurisprudencial. al exigir primero la detBrmi.
nación de .ia base reguladora y desestimar posteriormente el
recurso no ha vulnerado el artículo 24.1 de la. Constitución. Ha
sido, más bien, el comportamiento de los demandantes el que
h,a impedido que 8e cumpla la finalidad del precepto constitu­
CIOnal al no aportar los elementos necesarios o no utilizar 101
cauces jurídicos adecuados a 8U pretensión.,

Quinto.-El Ministerio Fiscal arguYe que no era exigible la
determinación en la demanda de la base reguladora de la pres­
tación, dado que el INEM no 1& había concretado: Esta argu­
mentación no es sostenible, ya que no cabe confundir una po­
sible reclamaCIón contra la atribución por el INEM de pres­
taciones calculadas sobre bases inferiores a las reales lo que
originaría un proceso de reclamación de diferencias' con la
exig~ncia de q~e Se señale en el proceso de r~clamaciÓn de la
propIa prestaCIón la base reguladora de la misma, base que
aparece definida en la Ley Básica de Empleo de 8 de octubre
de 1980 y en el Reglamento de Prestaciones por Desempleo apro­
bado por Real Decreto 920/1981, de 24 de abril.

Del mismo modo no puede prosperar la alegación, hecha en
el T€curso de reposición y .que se reproduce en el escrito de
alegaciones del recurrente en amparo, sobre la indeterminación
de la providencia. del Magistrado de Trabajo al exigir que Se
concretase el suplico de la demanda, toda vez que es patente
que dicha concreción versaba sobre la anterior exigencia rela-­
tiva a la fijación de la base reguladora y, por 10 tanto. con­
sistia en establecer la cuantía reclamada; como tampoco cabe
alegar el carácter sucinto de la providencia dictada, pues ello
no afecta a las ¡arant1as prooesales desde el momento en que
las providencias no han de ser motivadas.

Sexto.-Finalmente, en el escrito de &legaciones la represen­
tación del recurrente aduce un «precedente judicial laboral-: la
admisión a trámite -y posterior estimación-'por la Magistra­
tura de TrabajO número 1 de León de una demanda de con­
tenido idéntico a la SUya y que fue presentada el mismo d1a
que lo hicieron sus representados ante la Magistratura núm.
ro 3 de dicha capital. ,

Es cierto qUe el princIpio de igualdad ante la Ley. recono­
cido en el articulo 14 de la Constitución, abarca también la
igualdad en la aplicación de la Ley, de manera que un mismo
órgano judicial no puede, en casos sustancialmente iguales, mo.
dificar arbitrariamente el sentido de sus resoluciones, pero
también lo es que. como reiteradamente ha seftalado este Tri·
bunal Constitucional, en los supuestos de órganos distintos el
principio de igualdad ha de cohonestarse necesariamente con
el de independencia de los órganos jurisdiccionales. coñespon­
diendo a los 1e superior rango establecer la necesaria unifor­
midad en la aplicación de la ley a través de su Jurisprudencia,

Por ello el precedente invocado no puede considerarse rele­
vante en relación con el presente recurso de amparo, en la me­
dida en que la resolución Judicial impugnada responde, como
hemos sei'ialado en el fundamento luridlco cuarto. a los crite­
rios jurisprudenciales de los órganos jurisdiccionales de rango
superior

FALLO

En atención & todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPAl<OLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por el Procurador de los Tri­
bunales don Francisco de Guinea y Gauna, en nombre y re­
presentación de don Natalio González Redondo y de don José
Manuel Gutiérrez Fernández.

Publiquese esta S~ntencia en el- _Boletín Oficial del Estado-.

Madrid a 20 de marzo de 1984.-Manuel Garcfa-PelagoAlon­
so.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.­
Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez Ferrer Morant.-Angel Es­
cudero del CorraJ.-Firr:nados y rubricados.

_Centro Industrial Panadero, S. A.-, contra los aut,oB del Tri­
bunal Supremo en Pleno de 23 (le diciembre de 1982 y de 17 de
enero de 1983, por el primero de los cuales se declaraba no
haber lugar a la admisión a trá.mite de 1& demanda de respon­
sabilidad civil contra los Magistrados de la Sala Sexta del
Tribunal Supremo, exoe"entisimos sellores don Eduardo Torres·
DUlce, don Fernando Hernández Gll y don Antonio del Riego
Fernández, y por el segundo 8e declaraba no haber lugar al
recurso de súplica interpuesto contra el anterior,

Ha sido parte en 'el asunto el Fiscal General del Estado "i
ha sido Ponente el Magistrado don Francisco Rubio Llorente,
quien ~xpresa el parecer de. la Sala.

1, Ai'lTECEDENTES

Primero.-A) En escrito de recurso de amparo que tuvo
entrada en el Registro General de este Tribunal el día 11 de
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febrero de 1983, &1 Procurador de los Trihunales don MaurQ
Fermfn Garela-OchoB. en nombre del cCentro Industrial Pana­
dero. S. A._, hacia constar los siguientes hecpos:

p La Magistratura de Trabajo número 10 de Madrid dictó
sentencia, con fecha 30 d6 junio de 1979, en los autos registrados
al número 2634-743/1979, promovidos por don Salvador Esteban
Garoía y otros contra el _Centro Industrial Panadero, S. A._, so­
bre despidos declarados procedentes y contra la expresada sen­
tencia de la Magistratura. varios demandantes interpui>leron
recurso de casación por infracción de ley ante la Sala ')exta
del Tribunal Supremo, que fueron acumulados y registrados con
el número 66.743.

2,0 La Safa de Casación dictó sentencia. con fecha 10 de
marzo de 1982, que casaba y anulaba la recurrida, y una segun­
da sentenc~a por la que resolvía el fondo del asunto. Ambas
sentencias de la Sala Sexta fueron aclaradas por auto de la
Sala de 29 de marzo de 1982.

3.0 La parte recurrente en amparo preparó en tiempo y
forma recurso de responsabilidad civil contra los Magistrados
don Eduardo Torres-Dulce Ruiz. don Fernando Hernández Gil
y don Juan Antonio del Riego Fernández, gue habían dictado
las sentencias y autos mencionados, formalizando dicho recurso
mediantE! d-emanda de juicio ordinario de mayor cuantía de 29
de septiembre de 1982. dirigida al Tribunal Supremo en Pleno
y fue registrada con el número 16 de 1982.

4.0 El Tribunal Supn3mo en Pleno, por auto de 23 de diciem­
bre de 1982. declaró no haber lugar a la admisión a trámite de
la demanda de responsab1lidad civil y contra el auto de 23 de
diciembre de 1982 interpuso la parte recurrente en amparo
recurso de súplica. por escrito de 3 de enero de 1983.

5.0 El Tribunal Supremo. por auto de 17 de enero de 19B3,
declaro qUE' no había lugar a la súplica confirmando la inad­
misión de la demanda de responsabilidad civil.

B} Los fundamentos juridicos en que se apoya el n3currente
en amparo se centran en considerar que se ha vulnerado el.
articulo :M.1 de la Constitución (CE) y que no se pretende
que este Tribunal resuelva el fondo de la demanda de responsEr­
biUdad civil slno que sea admitida a trAmite la demanda, pues,
rechazar la demanda equivale a denegar la tutela efectiva, de·
landa a la partE' solicitante del amparo en absoluta indefensión.

e) Después de analizar el cumplimiento de los requisitos
previstos en ¿l articulo 44' de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional {LOTe>, la parte recurrente solicita de este Tri
bunal que se admita el recurso y se dicte sentencia que, con
otorgamiento del amparo, declare la nulidad de los autos del
Tribunal"' Supremo de 23 de diciembre de 1982 y de 17 de enero
de 1983. reconociendo el derecho de esta parte a que setntmite
la demanda de responsabilidad civil formalizada contra los
Magistrados de la Sala Sexta del Tribunal Suprefho don Eduardo
Torres-Dulce Ruiz, don Fernando Hernández Gil y don Juan
Antonio del Riego Fernández, por los agravios cometidos '1 esta
parte en las sentencias dictadas por ellos de 10 de marzo
de 1982 y auto de 29 de marzo del mismo mes y afio, que dima­
nan del recurso de casación número 66.743, en el que por auto
tie 14 de octubre de 1980 se tuvo por personados y pa.-tes a
recurrentes que, a juicio del solicitante del amparo. no habían
formalizado la casación.

Dl Al recurso de amparo la parte solicitante acompafiaba
los siguientes documentos;

1.- Copia del podf'r general para pleitos conferido por la
representación del -Centro Industrial Panadero, S. A.-

2.- Certificadón de las sentencias de la Sala Sexta del
Tribunal Supremo de 10 óe marzo de 1982.

3.- Certificación del Auto de la Sala Sexta del Tribunal
Supremo de 29 de marzo de 1982.

4.- Copia de la demanda de juicio ordinario de mayor cuan­
tfa sobre responsabilidad civil contra los .Magistrados de la
Sala Sexta del Tribunal Supremo.

S.- Copla del auto del Tribunal Supremo en Pleno de 23
de dicIembre de 1982 .

6" Copla del recurso de súplica promovido por la parte
recurrente en amparo, 'Con fecha de 3 de enero de 1983. contra
el auto de 2~ d", dtciembre de 1982.

7.- Copia del Au~o del Tribunal Supremo en Pleno de 17
de enero de 1983.

Segundo.-La Sección Tercera de la Sala Segunda. por pro·
videncia de 23 de marzo de 1963. acordó admitir a trámite la
demanda presentada por el Procurador don Mauro Fermin
Carda Ochoa. en nombre del -Centro Industrial Panadero So­
ciedad Anónima., y en aplicación del articulo !SI de ·la LOTC
dirhtló atenta comunicación al excelentísimo sefior Presidente
del Tribunal Supremo interesando que dentro del plazo legal
remitiese testimonio de las actuactones correspondientes al
expediente tramitado con el número 16 de 1982. en el que las
resolucIones recurridas en amparo fueron dictadas, observándose
lo preceptuado en el número segundo del artículo 51 de la LOTC.
. Cumplido lo acordado en la anterior providencia, la S,,~('ción
a.cordó, en nueva provIdencia dEl 4de mayo de 1983. acusar
recibo al excelenUsimo seilor Presidente del Trihunal Supremo
del expedlentd remitido y de conformidad. con el articulo 52
de la LOTe dio vista de las actuaciones, por plazo comün de

veinte días, al Ministerio Fise&1 y al Procurador don Mauro
Fermfn Carcía Ochoa para- que, dentro de dicho plazo, pre­
sentasen las alegaciones que 88 estimasen convenientes.

Tercero.-El Procurador don Mauro Fermín García·Ochoa, en
la representación del _Centro Industrial Panadero. S. A.-, for·
muIó por escrito de 28 de mayo de 1983 las siguientes alega·
ciones de modú sucinto:

1.& Los autos recurridos en amparo y <iictados por el Pleno
del Tribunal Supremo no son acertados, pues, escarnecen el
valor de la Justicia y son contrarios a la legalidad vigente, vio·
tanda el artículo 24 de la CE.

2.' El Pleno del Tribunal Supremo rechaza la demanda -a
Umine_ por entender que la parte recurrente en amparo acató
el auto de 14 de octubre de 1980, que tiene por personados a recu­
rrentes que no comparecieron en &:utos. y dicha incompare::encia.
produce eíectos insubsanables por aquietamiento, adquiriendo
firmeza -ope legis- la sentencia del primer grado.

3,' La Sala Sexta, en trance de fallar el recurso, debió Itp)~ar
y no aplicó por inexcusable negligencia los preceptos de rigu­
roso cumplimiento y tras el auto de 6 de junio de 1980. en
los recursos dij casación mencionados, que contiene certera
doctrina, al considerar literalmente: _La parte recurrente ha
de compare-:::er ante esta Sala dentro del término de quince
días, y al no verificarlo dentro de dicho plazo ha de quedar
firme de derecho la resolución recurrida-, dicta el auto de 14
de octubre de 1980 en el que violando esta doctrina tiene por
designadus para la representación y defensa de veinticinco
recurrentes a los Letrados doña Alicía. Camacho Carda V don
Rafael Amaré Marzal, cuando ni estos Letrados ni sus represen­
tados se habian personado ante la Sala dentro del término del
emplazamiento, pues, hecha la designación ante la Magistratura
de Trabajo no habifln GOmparecido ante la Saja Sexta del Tribu­
nal Supremo, '1 (..'Omo del escrito de comparecencia ante la Sala
no es preceptivo dar traslado ni aportar copia, a tenor del '3.rtícu­
lo lOA de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LECl. la parte recu­
rrente pensó que el auto era correcto. teniendo en· cuenta el
acertado criterte del presente auto de 6 de junio de 1980.

4.' Consideran los autos recurridos en amparo que la Sala
Sexta del Tribunal Supremo queda liberada de responsabilidad
civil y esta consideración del Trlbunal Supremo en Pleno no
es juridicamentó calificable, a juic:io de la parte recurrente en
amparo, dfJntro del ámbito de la buena fe. pues. el error del
auto de 14 de octubre de 1980 hizo pensar que la formalización
se había rfectuado por partes personadRs en tiempo y forma v,
en todo cQ..<'o, la responsabilidad por el auto de 14 de octubre
de 1980 no excluye ni mitiga la de las sentencias de casación.

s.a' Cuando el articulo 906 de la LEC habla de recJamadones
oportunas durante el juicio se refiere a reclamaciones formales
previstas en la Ley. y los escritos de impugnación de los rer;:ursos
han de limitarse a su verdadero sentido impugnativo. por lo
que esta parte no dejó de formular ninguna reclamación opor~

tuna prevista en la Ley y no _se le puede imputar pasividad por
reclamaciones Imaginarias que no pudo hacer, exculpatoría de
la responsabilidad civil de la Sala de Casación.

6.' Si en el escrito de impugnación del recurso esta parte
no advirtió qUe estaba formalizado por partes no personadas fue
porque ni la Ley ni la Sala dieron oportunidad a la recurrente
en amparo de saber si la personación se hAI-.;,-, efectuado o no
en tiempo y forma. La falta de advertencia no excluia el deber
y la responsabilidad de la Sala Sexta del Trtbunal Supremo
qUe estaba obUgada a declarar firme la sentencia de primer
grado l'esJ)€cto de aquellos recurrentes que no compare:_'ieron
en tiemPo y forma, por imperativo del articulo 24 de la CE.

7.' El auto aclaratorio de la Sala Sexta del Tribunal Supre­
mo de ?9 de marzo de 1982 fue desconcertante al afirmar que los
supuestos recurrentes don Rafael Rosales Obrero y don Angel
Villarrubia Sánchez habían preparado el recurso, se les tuvo
por personados en el auto de H de octubre de 1980 y que en
su nombre formalizó el recurso la Letrada doi'la. Alicia Camacho
Carcfa.

8.' ,A esta parte no le extrai'ló. en su día, que le dieran
traslado de los recursos de estos supuestos rAcurrentes puesto
que ni habían preparado el recurso- ni 11. ellos aludía el auto
de 14 de l'ctuhre de 1980, por lo que el Letrado que asiste a
ec;ta parte, el día 20 de iulio de 1982, rAtificó. al eXAmir¡ar el
rollo del rE'':'urS0 en la Serretaria del Tribunal. sus ya decan­
tadas convicciones.

0_& Don RJ\fael Rosales Obrero v don An.ltel VillA'rruhia Sán­
chez na formalizaron el recurso de casación. no obstante la
Sala lo tuvo Dar arbitrariamente formalizado.

10. La parte solicitante del amparo preparó e interpu-'lo de­
manda de responsabilidad contra los tres Magistrados de la Sala
Sexta del Tribunal Supremo V la demanda se preparó solicitando
de esta Sala. mediante escrito de 26 de junto de 1982. la oertifi·
cación prL'vist9. en los articulos 908 y 909 Y concordantes de
la LEC. La dc>mora en expedir la certificación motivó una
Queia ante el exo~lentisimo señor Pn3sidente del Tribunal Su­
premn. y fUe expedida con omisión de [mportantes extremoS
referidos !lo los escritos de personación de los recurrentes que no
compareclrron, a la notificación a la parte recurrente de la
providencia en Que se acuerda formaliza.r el recurso Y a los
recursos forma lizados supuestamente por don Rafael Rosales
Obrero y don Angel Villarrubias SAnchez.
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11. El Pleno del Tribunal Supremo rechazó la demanda de
responsabilidad civil, negando a la parte recurrente la posi­
bilidad de ejercitar un derecho Que la Ley le concede, con
vulneración del articulo 2.f de la CE. y sus argumentos están
más inspirados en la defensa de los Magistra.dos demandados
que en criterios de justicia objetiva.

En suma, para. la parle recurrente en amparo, cuando la
Ley habla de reclamaciones o recursos se refiere a las prcee·
~ales. CO~ las formalidades p!8vistas en la Ley, no a posibles
IntervenCIOnes extralegales sm tiempo ni formalidad alguna,
por lo qu')., a juicio de esta parte. procede estimar el amparo
solicitado, declarando la nulidad de los autos del Tribunal
Supremo en Pleno pe 23 ele diciembre de 1982 y 17 de enero
de 1983 y que, consiguientemente, se tramite la demanda 1e res­
ponsabilidad civil como solicitaba esta parte en el escrito de 19
de febrero de 1983, al interponer el recurso de amparo.

Cuarto.--El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, por escrito
de 27 de mayo de 1983, hizo constar, resumidamente, las siguien~

las alega-::H..nes:

1.1. La d.;manda se interpone al amparo del articulo 24.1 de
la C~ p~r 10 qUe parece obligado centrar el examen jurídico­
constitucIOnal d1=' la cuestión .en el analisis de los motivos por
los que el Pleno del Tribunal Supremo decidió no admitir a trá­
mite la dt:lmnnda sobre responsabilidad civil de tres Magistrados
de la Sala Sexta.. A primera. vista la decisión del Tribunal Su­
premo no dt:lberla. ser susoeptible de revisión en sede constitu~
cional por ser resultado de una op"eración de interpretación y
aplicación de lol:. articulas 904 a 906 de la LEC, ftero no cabe
desconocer --de acuerdo con la sentencia de este Tribunal de 8
de abril ae 1981- que puede enjuiciarse el mayor o menor
acierto en .la i:Uterpr~tación y aplicación de la Ley, cuando
aquella apllcaClón e mterpretación hubiese conducido a una
violación ae un. derecho susceptible de timparo. y desde la pers­
pect~v!" del artl(;u~o 24.1 d:e .l':l CE no es improcedente que se
analloe la correCCIón del JUICIO elaborado por el Tribunal Su­
premo.

2.1. El ¡'I imer problema, relativo a la conceptuación del recuro
so de fI":!sponsabl idad ciVil contra Jueces,· MagIstrados como
un proceso espeCial de admisión restringidll. fue resuejf;o por
la sentencia del Tribunal Supremo de 4 de dIciembre de H112
q:u~ se cita en lo~ autos impugnados .~ que estableció el prin·
C~PIÓ de qUe el Tnbunal ante el qUe se presente debe examinar
SI con?urre alguna de las tres excepciones: la prescripción de
la acclón, la ~81ta de utilización de todos "tos recursos legales
o de reClSln8CIOn oportuna frente al agravio durante el pleito
o la falta de terminación por sentencia o auto firme del pleito
en que se su.pr:-~ga causado el agravio. No parece prudente
que esta preCISlOn con que la doctrina jurisprudencial quiere
salir al paso de temerarias o malintencion¿·d:.J.s in-,P'Jl<lciones IHfya
d.esupon:r una .violación del derecho a la jurisdicción que no
tIene una t,xteml6n absoluta y su ejercicio puede estar limitado
por la ne..:.esidad de tutelar otros derechos, uno de los cuales
puede ser :a 1Dd~pendeneia de los miembrú~ d.el poder jurlicial.

3.1. En el supuosto considerado por la apreci&ión concreta
del moti \'0 de inadmisión consistente en la falta de utilización
de los recursus legales o de reclamación oportuna del agravio,
el auto objeto de impugnación recuerda a i~ Emproesa d,·man
danta que pudo recurrir en súplica cantrtl el auto de la Sala
en que se tuvo por recurrentes a todos los trabajadores, ya que
la ~arte rl:"curr('nt~ en amparo pudo advertir la falta de prepa­
ración y ,:,ersonación de los trabajadores cuando se le entre­
garon las actuadones y. copias de los recursos y pudo objetar
d.efectos en la preparaCión y personación al impugnar los dis­
tmtos recurs?~ de cas~ción..Al sostener la parte recurrente que
l~ responsAblhr'adcivll naCiÓ de la sentencia que casó y dejó
sin efect~ la QUE: había alcanzado firme7.a bien por no haber
comparecld(' opurtunamente ante la Sala de Casación, bien por
no habcn:~ preparado recurso de casac:ón cnntra ella. parece
esconders~ un sofisma, porque la supuesta negligencia, origen
del agravIO, sobre la que Se pretende instaurar el proceso de
responsabilidad civil, no habrfa de detectarse solamente en el
momento de ;a sentencia, sino en el momento anterior en que
se tuvo por articulada la relación jurídico-procf'sal entre recu­
rrentes y recurrido. Si en dicho mompnto, a juicio del Fiscal,
no se interpu~o recurso ni se formuló redamación alguna, ha
de entandE" se correcta la conclusión del Pleno del Tribunal
Supremo de Que el silencio y la pasIvidad de la demandante
imposibilita la admisión a trAmite de su demanda por falta
del presupuesto contenido en el articulo 906 de la LEC

4.1. Las sentencias de 10 de marzo de 19B2. juntamente con
los autos de ~9 de marzo, 26 de abril, 17 de mayo y 2B de jUnio
de 19B2, de la Sala Sexta del Tribunal Supremo están sometidas
a revisión de este Tribunal como con5ecuen~ia del recurso de
amparo' númerc 28211982. promOVido por el -Centro Industrial
Panadero. S. A .. , '!I la suerte qUe recarga sobre eSe recurso de
amparo condisicnarA decistvamente la rec1amacié'n de respon­
sabilidad civil. cuya admisión ha sido denegada por los autos
que Se impugnan ~n este recurso, si bien la parte recurrente
promovió prernaturam",nte el recurso de responsabilidad civil.

5.1. En suma. para el Ministerio Fiscal. tos autf')S del Pleno
del Tribunal Supremo que denegaron la admisión a trAmite de
la deJr!f'lnrh interponiendo recurso de responsabilidad civll con~

tra tres M8~i!ltrados de la Sala Sexta del Tribunal Supremo no
hen sido {ausa de vulneración del derecho a. la tutela judicial

efectiva, por cuanto en 1aJ indicadas reaolucione. judicLalea se
ha dacio una respuesta razonada eQ, derecho a las pretensiones
deducidas en la demanda, y por la concurrencia objetiva de obs·
táculos formales el Tribunal no ha entrado a conocer el tondo
de la cuestión. .

El Fiscal concluye el escrito de alegaciones interesando de
este Tribullü.l que dicte sentencia que declare no haber lugar
a otorgar a la Entidad .Centro Industrial Panadero, S. A._, el
amparo que solicita frente a los mendonados autos del Tribunal
Supremo en Pleno.

Q:uinto:-La Sección Te~ra de la Sala Segunda acordó por
prOVidenCIa de 23 de noviembre de 1983, de conformidad con
lo dispuesto en el articulo 84 de la LOTC, aportar al recurso
copia de hl sentencia dictada por la Sala Primera de este Tri­
bunal de fecha 8 de noviembre de 1983, en el recurso de am~

paro número 28211982, J otorgar a las partes un plazo común
de diez días para que formulasen las alegaciones procedentes
acerca de la posible incidencia cte dicha sentencia en 1& resolu·
ción del presente recurso.

La parte dispositiva de la citada resolución, anexionada a
las actuaciQneS es del siguiente tenor literal: .Desestimar el
recurso de amparo promovido por el Procurador de los Tribu~
nales don Mauro Fermin Garcfa-Ochoa. en nombre del .Centro
Industrial Panadero, S, A._

A) El Procurador don Mauro Fermln Garcia-Ochoa, por es~
crito de 2 de diciembre de 1983, hizo constar, en sintesis, las
siguientes alegaciones:

1.1. La sentencia de la Sala Primera de este Tribunal de
fecha 8 de noviembre de 1983, fortalece y no dificulta el recurso
de amparo número 94/1983.

2.1. La Sala Sexta del Tribunal Supremo estim6 el recurso
de veinticinco trabajadores que no comparecierón ante la Sala
en tiempo y forma y respecto de los cuales la sentencia de
primer grl:tdo era tlrme y definitiva .ope legis.. y dos de dichos
trabajadores ni sIquiera formalizaron el recurso.

3.1. La Sala PrlIJiera del Tribunal Constitucional constderó
que esas infracciones no conculcaban el derecho previsto en
el articulo 24 dE" la CE, pero lo que no dIjo la sentencia de 8
de noviembre de 1983 es que la actuación de la Sala de Casa·
ción fuese correcta y mucho menos que quedara exenta de
responsebilidad

Esta paIte reitera en el escrito de 2 de diciembre de 19B3
q-ue se dicte Sflntencia que declara haber lugar al amparo soli~

citudo.

B) El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, por escrito
de 5 de dici~mbre de 1983, hizo constar las siguientes alega­
ciones:

LB La ser tencia dictada por la Sala Primera del Tribunal
Constitucional el dla 8 de noviembre de 1983, en el recurso .de
amparo numero 282/1982, en cuanto no otorga la tutela constitu­
cional solicitada por el .Centro Industrial Panadero, S. A.-, y
deniega la nulidad pretendida de las sentencias dictadas por la
Sala Sexta del Tribunal Supremo de 10 de marzo de 1982, supone
que estas rlsvluciones quedan liberadas de toda posible impug­
nación en el ámbito jurisdiccional del Estado.

2.a Sin emtJargo para el Ministerio Fiscal ello no significa
que la situación juridica asl creada deba tener itic1dencla en
la resolu<.:i6n del presente recurso, toda vez. que la tesis manta·
nida, que es contraria al otorgamiento del amparo al ..centro
Industrial Panadero, S. A.-, frente a los autos del Pleno del
Tribunal Supremo que inadmitieron a trámite la demanda de
responsabiLidad Civil interpuesta por dicha Entidad, descansa
en que di;,;ha decisión no vulnera el articulo 24.1 de la CE, sIn
que tuvirse decisiva importancia que el escrito de alegaciones
formulado COIl anterioridad, el dia 27 de mayo de 1983, &8

. realizase {lJando las sentencias de la Sala Sexta del Tribunal
Supremo 56 encontraban sometidas a los eventos que pudieran
derivarse de la resolución del recurso de amparo número 282/
1982, circunstancia que, se itacia constar en el menctonado es­
crito en previsión de una hipotética estimación de la demanda
de amparo ah,'lfa denegada, en cuyo supuesto hubiese resultado
correcto rr.1ificar de prematuro el recurso de responsabilidad
civil intentado por la Entidad, demandante.

El Fiscal concluye su informe señalando que la seRteneia
de la Sala PriIüera de este Tribunal de 8 de noviembre de 1983
dictada en el recurso de amparo número 2B2/1982, no debe tener
incidencia en la resolución de este recurso, remitiéndose a las
alegaciones y peticiones ya formuladas en el escrito de 27 de
mayo de 1['83_

Sexto.-En las actuaciones (número 16/1982) remitidas foto­
copiadas por certificación del Secretario de Gobierno del Tri·
bunal Supremo de 22 de abril de 1983 a este Tribunal, como
consecuenCJa del recurso de amparo promovido, constan los si­
guientes documentos:

1: Es-crito dt' demanda de 29 de septiembre de 1982, promo­
viendo ante el Tribunal Supremo por la Entidad recurrente en
amparo demanda de responsabilidad civil contra los Magistrados
de la Sala Sexta don Eduardo TOfres~Duce Ruiz, don Fernando
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Hernández en '1 don Juan-Antonio del Riego FernAndez. al que
se acompatl.a fotocopia del poder general para pleitos.

a,O Certificaci6n expedida por el Secretario de la Sala Sexta
del Tribunal Supremo de 22 de septiembre de 1982, que con­
tiene las actuaciones relativas al recurso de casación núme­
ro 66.743 V en las que se incluyen los siguientes documentOSI

al Sentencias de 1& Sala Sexta del Tribunal Supremo de 10
de marzo de 1982. que casan y anulan la resolución recalda en
la primera instancia dec1ar&Ddo improcedentes 108 despidos de
los demandantes oon oondena al .Centro Industrtal Panadero.
Sociedad An6nim&», a la readmillQn. .

b) Auto de la Sala Sexta del Tribunal Supremo de 29 de
marzo de 1982 que aclara la. segunda Si:lntencla de 10 de marzo
de 1982.

al Auto de la Sala Sexta del Tribunal Supremo de 28 de
abrU de 1982 que declara no haber lugar al recurso de suplica
contra el auto de 29 de marzo de 1982.

d) Escrito de la Entidad recurrente en amparo de 27 de
abril de 1982 en el que se promueve incidente de previo y
especial pronunciamiento sobre nulidad de las sentencias de lO
de marzo de 1982,

el Auto de la Sala Sexta del Tribunal Supremo de 17 de
mayo de 1982 que declara no haber lugar a admitir a tré.mite
el incidente formulado pOr la Entidad. recurrente en amparo.

n Escrito dd esta Entidad de 27 de mayo de 1982 que recu­
rren en súplica contra el auto precedente.

g) Auto de 28 de junio de 1982 de la Sala Sexta del Tribunal
Supremo que desestima el recurso de súplica de 27 de. mayo
de 1982 y declara no haber lugar a reformar· el auto de la
Sala Sexta de 17 de mayo de 1982.

h) Certificación de diligencia de comprobación de autos y
auto de la Sala sexta del Tribuna.l Supremo de 14 de octubre
de 1980.

3.° Escrito de la Entidad recurrente soliCitando, QOn fecha 26
de julio de 1982, la expedición de la certificación a los fines de
los articulos 908 y 909 de la LEC.

4.· Escrito df' la Entidad recurrente en amparo de 26 de julio
de 1982, presentado &nte la Sala Sexta del Tribunal Supremo,
Instando le nulidad de las sentencias de la misma Sala de 10
de marzo de 1982.

5.° Escrito dI? queja de 20 de septiembre de 1982 dirigido al
excelentislmo st"ftor Presidente del Tribunal Supremo para que
se entregara a la Entidad recurrente en amparo la certificación
interesadll.

8.° Copias de las actas de remisión de las cartas de readmi­
sión cursadas por el -Centro Industrial Panadero. S. A._, que
llevan fecha de S de abril de 1982 y que fueron cursadas a los
siguientes trabajadores: a don Carlos López Merino. don Miguel
López Diaz. don Victoriano Martinez Garda, don Manuel SAn·
chez Gareta, don Santos Duque Quesada. don Alfredo Modin
López, don Sebastián Gallardo Huertas, don Luts Galindo Orgaz,
don Salvador Esteban Garcta, don Ricardo Alvarez Tajuelo, don
José·Antonio Mayo de Prada, don José Luis Garda Montero.
don. Sebasth\n Magro Martin, don Sebastián Rodrfguez Gonzá­
lez, don Juan Moreno Gil, don Francisco Jlménez Martill, dón
Luis FernAndez Montero, don Jesús Garcia-V1llaraco López, don
Manuel Calemm Lominchar, don Félix Fernández de Mera y
don José López Campos.

7.° Copia del acta de conctltación suscrita entre don Rafael
Rosales Obrero. don Angel Villarrubla Sánchez y el .Centro In­
dustrial Panadero. S. A._, de 8 de lunl0 de 1982~

8.- Copia del recurso de que1a de 20 de septiembre de 1982,
ya rese~ado en el apartado quinto al que se adjunta el escrito
de 28 de luna de 1982 citado en el lLpartado tercero.

9.- Certificación de la Secretarla de la Sala Sexta del Tri­
bunal Supremo. expedida el 2 de octubre de 1982 qu~ contiene
los siguientes documentos:

al Escrito d.s la Entidad recurrente en amparo de 26' de
iulto de 1111J2, instando la nulidad de las sentencias de la Sala
Sexta del Tribunal Supremo de 10 de marzo de 1982.

b) Providencias de la Sala Sexta del Tribunal Supremo de 21
de septiembre de 1982 qUe ordena reclamar los autos al Minis­
terio Fisc!11 y dE' 22 de septiembre de 1982 que at'Uerda expedir
el tegUmonio sobre los particulares interesados. \

el Escrito df'! la Entidad recurrente en amparo de 23 de
septiembre de 1982 que solicita la 'entrega. con urgencia. de la
certificación sobre los particulares resenados bajo los núme.
ros 9, 10 'J 11 del escrito de 26 de Julio de 1002.

d1 Providencia de la Sala Sexta de 27 de septiembre de 1982,
Para que la 'Entidad recurrente en amparo señale las actuacio­
nes qUe han de ser objeto de ampliación y escrito de 20 de sep­
tiembre de 1982 de la Entidad recurrente pidiendo la ampltaclón
de los escritos de 28 de Julio de 1982, 23 de septiembre de 1982 y
provirlenclas de 21 de septiembre de 1982, 22 Y 27 del mismo mes
y año.

el Providencia de la Sala Sexta de 2 de octubre de 1982,
I1.r:ordando unL' lml" documfmtos a los autos de su razón.

10. Escrito de la Entidad recurrente de 6 de octubre de 1982,
acordando unir los documentos a los autos de su razón.

11. DUtgencia especificativa de los documentos que acom·
pañan a lE' demanda de responsabilidad civll.

12. Decreto del excelentísimo ae:fiar Presidente del Tribunal
Supremo de 19 de noviembre de 1982. que ordeDa formar el
oportuno expediente para tramitar el procedimiento sobre la
demanda de responsabilidad civil formulada por el .Centro
Industrial Panadero. S. A._, contra el entonces Presidente de
la Sala Sexta, excelentisimo señor don Eduardo Torres~Dulce
Ruiz y los Magistrados. excelentisimos se~ores don Fernando
Herné.ndez Gil y don Juan "Antonio del Riego Fernández, desig­
nAndose CJmo Ponente al Presidente de la Sala Quinta. excelen­
tisimo senor don Luis Vacas Medina.

13. Providencia del TrIbunal Supremo en Pleno· de fecha 20
de diciembre de 1982 por la que se acuerda convocar 'al Tri­
bunal Pleno el dfa 22 de diciembre de 1982, para resolver lo que
proceda· sobre la demanda a que se contraen las actuaciones.

14. Dl1igencia de vista practicada por el Secretado de Go­
bierno del Tribunal Supremo.

15. Auto del Pleno del Tribunal Supremo de 23 de diciembre
de 1982, que declara no haber lugar a la admisión a trámite
de la demanda formulada por el Procurador don Mauro Ferm!n
Garcia·Ochoa, en nombre. y representación del ..Centro Indus­
trial Panadero, S. A.-, sobre responsabilidad civil de los Magis­
trados de la Salá Sexta, excelenUslmos señores don Eduardo
Torres·Dulce Ruiz, don Fernando Herné.ndez Gil y don Juan
Antonio del Riego - Fernández. .

16. Escrito de la EIlUdad recurrente en amparo en el que
se formula, con fecha- 3 de enero de 1983. recurso de súplica
contra el al1to da 23 de diciembre de 1982.

17. Auto ~el Tribunal Supremo en Pleno de 17 de enero
de 1983. qUR~edara no haber lugar al recurso de súplica contra
el auto de 23 dE" diciembre de 1982.

18. Escrito de la Entidad recurrente en amparo de 28 de
enero de :983, solicitando certificación acreditativa para inter­
poner recurso de amparo constitucional y providflncia del Tri­
bunal Supremo en Pleno de 22 de abril de 1003, en la que ge
acuerda remitir Lo actuado al Tribunal Constitucional, de con·
formidad con el articulo 51.2 de la LOTC.

Séptimo -Por providencia de 1 de rflbrero de 1984, se señaló
para delifJeraci6h y votación el dia 7 de marzo de 1984

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. -La cuestión planteada en el presente recurso, aun­
que traiga su origtln de los mismos hechos que han dado
lugar a. los recursos de amparo números 282 1982 Y 8911983, ~e

contrae a deternlinar si los. autos del Tribunal Supremo que se
impugnan, al rechazar ea limine_ la admisión de la demanda 1e
responsabtlidad civil presentada por el «Centro Industrial Pana~

dero, S. A._. contra determinados Magtstrados de la Sala Sexta
del Tribunal Supremo, violan o no el derecho a la tutela judi~
clal efectiva qUd consagra el articulo 24.1 de la CE.

En razón de tal planteamiento, nuestras consideraciones han"­
de limitarse al análisis de dichos autos, marginando todo juicio
sobre la tramitación del recurso de casación seguido ante la
Sala Sexta del Tribunal Supremo, en el curso del cual se pro­
duleron, a juicio del recurrente. las infracciones de normas pro·
cesales frente a las que intenta reaccionar exigiendo la respon­
sabilidad dvil de los Magistrados 8. quienes se las imputa.

• Segundo.-Acotado así el objeto del recurso. la primera cues­
tión que Sf'I impone es la de determinar el alcance de la campe­
tencta de este Tribunal en ~uenos recursos en los que. como
en el presente sucede, se ataca la decisi6n _de un órgano del
poder Judicial

Es claro. de acuerdo con lo que precisa el articulo 44.1 bl,
de nuestrl\ Lev Orgánica, que el Tribunal Constitucional no
debe hacer Juicio sobnt los hechos que han dado lugar al pro~

ceso que (.onduce a la decisión judicial y que es a los Juzgados
y Tribunales integrados ene] Poder Judicial a ios que corres­
ponde Juzgar y hacer ejecutar 10 juzgado rarticulo 117.3 de
la CElo También es cierto, de acuerdo con UDa continuada doc­
trina de este Tribunal, que la aplicación e interpretación de
las leyes es competencia exclusiva. de esos mismos 6rganos en
tanto que ,_omo consecuencia de la aplicación de los preceptos le.­
gales o de la InterpretacIón qUe de los mismos se hace, no resul­
te vtllnerado un precepto constitucional. pues las vuln~raciones

de preceptos jurfdicos que no entra~en la violanión de una norma
constitucional sólo pueden ser corregidas. dentro del propio
poder ludicial a través del sistema de recursos que el ordena­
miento contempla y en último térmIno y en cuanto esté abierto
el acceso ante él, por el Tribunal Supremo, que es el órgano
Jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo 10 dispuesto
en materia de garantfas constitucionales (articulo 123.1 de la
Constitución ESPilnolal. '

Desde esta perspectiva no ofrec~ ninguna duda nuestra com­
petencia para entrar en el análJ í1e los autos imRugnadoll.
puesto que sólo a través del mismn.¡~ s.lcanzar una conclusión
respecto de la existencia o inexletel; 1e la lesión del derecho
a la tutela judiCial efectiva que 8e e "orlucida. Tal examen,
sin embargo, ha de limitarse, como 1 ~n resulta claramente
de cuanto antecede. al anélisi! del miento jurídico. sin
extenderlo a la apreciación de. aquel! "'ctos que, desde el
punto de vista de la jurisdicción con:;,. 'lJ. han de conside-
rarse como puramente récticos.
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Tercero.-EI Tribunal Supremo actuó en el presente caso en
aplicación de lo dispuesto en los artículos 206 y siguientel de
la Ley Orgánica del poder Judicial y en el titulo séptimo del
libro n (articulo 903 y siguientes) ele la Ley de Enjuiciamiento
Civil, que es la que disciplina el recurso de responsabilidad
civil contra Jueces y Magistrados. No está en cuasti6n la le¡1­
tlmidad constitucional de dicho recurso. ni plantea el recurrente
duda alguna acerca de la existencia en él de un trámite de
admisión que permita cerrar el paso de las pretensiones infun­
dadas o carentes .prima facie...de toda posibilidad. de éxito. La
violación ae qut, se siente víctima vendr1a producida, según
se dice, pOI la interpretación y aplicación que el Tribunal Su­
premo ha hecho de lo dispuesto en el articulo 906 de la LEC.
pues entie;lJe el recurrente que no puede imputársele el no haber
reclamado oportunamente durante. el juicio pudiendo hacerlo,
para llegar a partir de dicha imputación, a la conclusión de que
es inadmisible su demanda, Su argumentación se desarrolla en
dos planos aparentemente distintos: En primer término, afirma
que las reclamaciones o recursos a los 'que el citado articu­
lo 906 aluje son sólo aquéllos que pueden desarrollarse siguiendo
cauces procesaleó establecidos, sin que pueda entenderse que
para dar cumplimiento a lo que dicho articulo explícitamente
exige, se han de hacer reclamaciones extralegales o se ha.n de
incorporar a los escritos de impugnación de los recursos conside·
raciones qt..:.e .10 son congruentes con su propio sentido impug­
nativo; de la otra parte, afirma que no pudo tener conoci­
miento phmo de las transgresiones procesales que considera
producid!!s bastl) que conoció las sentencias que ponían ténnino
al recurso de casación en el que' dichas infracciones se pradu·
jeran,

,Como ~ evidente, el segundo aspecto de esta argumentaci6n
obligarla e entrar en una consideraci6n de elementos fé.cticos
qUe, como se señala en el Fundamento anterior, es ajena a
nuestra competencia y acerca de la cual hemos de atenernos
a lo resuelto por el Trtbunal Supremo. Como corroboraci6n de
este razonamiento baste seftalar que al desarrollar este aspecto
de su argumento el recurrente insiste reiteradamente en la po-

Sala Prlmera. Recurso de amparo numeros 503 y
50411983, acumulados. Sentencia numero 41/lfJ84,
de 21 de marzo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional (TC), compues­
ta por don Manuel Garcia-Pelayo y Alonso, Presidente, '1 don
Angel Lat6rre Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo,
dofla·Gloriu Begué Cantón, don ltafael GómezFl3rrer Morant
y don Arlgel Escudero del Corral, MagistriJdos, ha pronun­
ciado .,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTEN<;IA

En los recurSQ6 de amparo acumulados números 503,83 y
504/83, promovidos por el Procurador de os Tribunales don
Rafael Rodríguez Montaut contra dos sentenc.ias de la Magis·
tratura de Trabajo de Badajoz de 2a de junio de 1983. En ambos
recursos, elaborados con la -asistencia d'8l Abogado don José
Ignacio Monteio Uriol, el citado Procurador actuaba en nom­
bre y representación de don Porfirio Aparicio Galán, don An­
dré6 Anes Barrado, don Luis Acosta Rodriguez, don Juan José
Arias Alvarez, don Juan Francisco Andrade Gutiérrez, don Ma­
nuel Abades Abades, don. Ismael Aparicio Leal, don Luis Alvarez
Salceda, don José Amaro Centeno, don Alejandro Abades Aba­
des, don Manuel Buenavida Pacheco, don Aurelio Barroso FreJol,
don Francisco Bravo Jiménez, don Pedro Benito Holgado, don
Ladislao Bermejo Cerrudo, don Juan Antonio Benítez; Pino, don
Fernando Bermejo Sánchez, don Francisco Centeno Lindo, don
Isidoro Caballero' Campos, don Francisco Cerro Martin, don
Adolfo Carrero Cabezas, don FrancÍ6co Cid Santano, don .Emi­
liana Cava Jiménez, _don Paulina Colorado Salgado, don Fran­
cisco Camberos González, don Félix Campos Román, don José
Collado Bello, don Juan Antonio Castellano Parras, don Angel
Calderón Espinosa, don Miguel da Velga Silva, don Cándido
Durin Sánchez, don Martin Duque Paz, don Francisco Flores
Solis,' don Guillermo Fortuna Hernández, don Luciano García
Jiménez, don Silverio Gómez G6mez. don f l!:lTIcisoo Go:lzález
Ferrero, don Angel Gómez S4nchez, don Jesús Gómez RemAn,
don Basilio Garda Montero, don Gervasio González Barr06o.
don Antonio Gonzá!ez Plaza, don Pedro González Plata don
Luis Garda Martin, don Marciano Garcfa Martin, don Flores
González Fernández, don Francisco Garcia Lobato, don Ramón
Garela Pesado, don Domingo Garcfa Fernández, don Fernando
Hernández Santa na, don José Herrero Garcia, don Rafael Her­
nández Malmieroo., don Manuel Holgado Fresneda, don Jesús
Horcajuelo Sánchez, don Víctor Iglesias Cortés, don Angel I1\igo
Rodríguez, den Casto Jabato Cambero, don Cipriano Jiménez
Ropero, don Domingo Jiménez Sánche~ don Félix J. Lucas
Jiménez, don Antonio Lobato Real, don lAsáreo Marchena Jor­
ge, don Lorenzo Montafto Galván, don Fulgencio Martín Losada,
don Antonio Moreno Me.cl86, don Antonio Méndez Holgado,
don Francisco Mediano Correas, don Eulalio Molano Hernán~

dez, don David Macias Sánchez, don Angel Mariscal Carrero,

sible discordancia existente entre el auto dictado por 1& Sala
Sexta el 14 de octubre de 1980 y 1& notificación que del mismo
se le dio ~n tU día. una discordancia acerca de 1& cual no
aduce prueba alguna pero que, como es obvio, evidencia que
la. argum~lltaci6n se desarrolla en el puro terreno de loa hechos.

En su primra parte, 1& argumentación del recurrente va diri­
gida, como decimos, a cuestionar 1& posibilidad lurfdica J no
meramente ('cttea, de recurrir coiltra las infracciones que dice
producidas antes de qUe la Sala Sexta del Tribunal SupremQ
dictara su sentencia. No nieaa. sin embargo, que el ordena­
miento ofrezca vi.. procesales oportunas para reclamar o recu.
rrir contra los errores -in procedendo-, sino que esas vias no
pudieron utilizarse en el presente caso porque las actuaciones
erróneas no fueran advertidas hasta que fue conocida 1& senten­
cia, esto es en un momento en el que ya no eran procedentes,
Pese a· la apariencia inicial, 1& pretensión de amparo se apoya
también, por tanto, en un razonamiento que, sin cuestionar ra
leg1timid'id conótitucional de los preceptos procesales aplicados,
ni la interpretaci6n que de ellos hace, el Tribunal Supremo, se
limita a disentir de la apreciaCi6n que de los hechos ha efec­
tuado éste

PALLO

En atc1dón a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUT0RlDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPAIlOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Dada en Madrid a 21 de marzo de 1984.-JerÓnimo Arazomena
Sierra.-Francisco 'Rubio Llorente.-Luis Diez-Picaza y Ponce de
LeÓn.-Francisco Tomás y Valiente.-Anton10 Truyol Barra.­
Firmados y rubricados.

Publiquese esta Sentencia en el .Boletín Oficial del Estado-,

don Julián Moreno Murillo, don Francisco Muñoz SicIT&. don
Manuel Martin Comerón, don Amador Moreno Navarro, don
Florencia Márquez Preciado, don Lorenzo Pérez Collado, don
Marcalo Pastor Luengo, 40n Juan Pérez Miranda, don CAndido
Paníagua Berrocal, don PedrO Pajo Porro, don José Luls Pala­
CiD Leal, don Rutina Pulido Berrocal, don José Pondano Car­
palIo don Pedro Pérez Miranda, don Florencia Plata Chancl6n,
don Santos PalaCin Leal, don Emilio Portillo Rosado, don Jul1An
Palacio Duque, don Agustin Pérez Martín, don Tomás Plaza.
Peña, don Manuel Romero Flores. don Feliciano RomAn Román.
don Juan 'Antonio Robleda Corcho, don Jaime Rodríguez Mon·
tes, don Antonio Rodrfguez Horríllo, don Jesús Sánchez Ouvte,
don Franci6co SAnchez Lobato, don Santiago Soria Valentin,
doIi Gonzalo Sáenz Barroso, don Jesus Maria Sánchez Luengo,
don Miguel SánchezBlanco. don Francisco Sánchez Bazán,
don Rafael Tomé BIAzquez, don Victoriano Torres López, don
Emiliano Tomé Garcis., dan Teodoro Trujillo JuJiAn, don Lu­
ciano Tostado Diaz, don Gregario Telero Ramiro, don Pedra
Tena Acedo, don Alejandro Villarroel Buenavidá, don Salvador
Venegas González, don Pablo Sánchez Magdalena, don Valero
P&uUno García FernAndez, don Luis SAnchez Flores, don Miguel
Serra Garcia, don Francisco Niso Cortés, don santiago Navarro
Rodriguez, don Basilio Espinosa Badajoz, don José Diaz Hor­
cajo, don Manuel Delgado Muñoz, don Fernando Declare. Paz,
don Jesú6 Pajuela Juez, don Sim6n Moro Rodríguez, don Wen­
caslao de la Llave Encinas, don Eladlo Núftez Santano, don
Alfonso Emilio Rodriguez Muftoz, don Luis Vadillo Dosio, don
Florencia Avuso Marrupe, don Francisco Bravo Villa, don Ita·
fael Bello Cabezas, don Albino Bonilla Herrera, don Gabriel
Bravo Nieto, don Eugenio Bravo Diaz, don Germán Barquero
Martillanes, don José Fral'lc1Bco Belmonte L6pez, don Antonio
Carballo Garcia, don Epifanio Diaz GonzAlez, don FlorenUno
Diaz Díaz, don Juan Delgado Marrupe, don Mariano Diaz Pe­
ralvo don Florencia Estaban Nieto, don Juan Fernández SAn­
chez.' don Antonio Flores Calleja, don Pedro GalAn Horcajo,
don Venar.cio Horcajo Bravo don Fermin Herrera Arévalo, don
Ramón Luengo Corral, don' Lorenzo Luengo Púa, don Isidro
Martin Bonilla, daD Gregorto Marrupe Poderoso, don Rafael
Pastor Luengo, daD André6 G6mez Cuadrillero, don José Luis
Naveso Luengo, don Antonio Silva Ortega, don Nemesio Bravo
Sánchez don Antonio Púa Bonilla, don Manuel Martín Bonilla,
don Florencia Horcajo Algaba, don Anastasia Horcajo PiZaTTO,
don Florencia Rodriguez Martín, don Francisco Cardoso Corral,
don Cándido Ayuso Nieto, do1\a Esther Horcalo Gironés, don
José Luis Sánchez SAnohez, don Benito GonzAlez Calle, don
Francisco Delgado GalAn. don Vtrgilio Rodr1guez Lue~, don
Jesús Casasola C&ban1l186.. don Cr~gorio Sierra BermeJO, don
Anastasio Cuerva Pérez, don Raimundo Tejedor Bonilla, don
Diego GonzAlez Nieto, don Miguel Ramos Gómez-Tost6n, don
Anselmo del Prado Morales;, don Anselmo del Prado Marrupe,
don Juan Pedro López-HorcaJo, don José Luis Horoe.jo Bermejo,
don Justo L6pez Horcajo, don Ismael Ventas Horcajo, don Ju­
lián Alba Sánchez don Jwm Garela MarIn, don Manu'81 Garcfa.
Rodríguez, don Manuel Pella Pe1\a, don NicolásPrleto Gajate,
don J06é Manuel Ruiz Herrera, don LuIs Ang&l Costa FernAn·
dez, don Juan Abril Morales, don Angel Acevedo Alcázar, don


